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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este fallo la impugnación interpuesta por el Gerente Seccional de la E. P. S. Seguro Social contra el fallo de tutela proferido el veintiocho (28) de junio de dos mil cinco (2005) por el señor Juez Único Penal del Circuito Especializado de Pereira, con ocasión de la acción interpuesta por la ciudadana MARÍA AMPARO GRANADOS GAVIRIA en representación de su esposo, señor GILBERTO POZOS RODRÍGUEZ.

2.- DEMANDA 

Se afirma en la respectiva demanda que dio origen al presente trámite, que el señor POZOS RODRÍGUEZ es pensionado del Seguro Social y al haber presentado fuerte dolor en el pecho con irradiación al cuello, mandíbula y mano izquierda, fue atendido en urgencias y trasladado a la UCI del Seguro para el tratamiento que requería.

Como consecuencia de lo anterior, se le ordenó un CATETERISMO para determinar el problema cardíaco que presentaba pero no le había sido practicado. Se aduce que no es posible asumir el costo de este examen por no contarse con los recursos económicos para pagarlo. 

Solicita la accionante que se tutelen los derechos a la vida, la salud, la dignidad humana e igualdad y en consecuencia, se ordene al Instituto del Seguro Social se autorice de manera inmediata el cateterismo y se inicie el tratamiento integral que se necesita para recuperar el estado del salud del paciente.

3.- FALLO 

El señor Juez Único Penal del Circuito Especializado de la ciudad, en su rol de Juez Constitucional analizó inicialmente lo relacionado con la circunstancia de presentar la acción la esposa del señor POZOS RODRÍGUEZ y concluyó que era procedente reconocer en ella la condición de agente oficioso dada la imposibilidad de moverse que presentaba el afectado, quien además, se encontraba hospitalizado.

Tuvo en cuenta que la acción constitucional está estatuida para que las personas puedan acudir ante un Juez de la República en procura del amparo de derechos fundamentales cuando consideren que los mismos están siendo vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública  o aún de particulares. Además, que al ser el propósito principal del presente evento la protección del derecho fundamental a la salud, considerado como de segunda generación, podía repercutir en la garantía esencial y prioritaria de la vida, así como su consiguiente disfrute en condiciones dignas y por ende, era susceptible de ser garantizado por esta vía excepcional.

Estimó que la calidad de pensionado del señor POZOS no podía pasarse por alto y que sería injusto que la entidad a la cual cotizó durante tantos años lo dejara desprotegido en un acontecimiento como el que padecía y que podía llegar a comprometer su propia vida. Que requería atención especializada y permanente con una patología que de no ser tratada de la manera en que se recomendó por el médico especialista tendría las consecuencias ya señaladas.

Desdeñó el señor Juez de primera instancia el argumento del Seguro para justificar su omisión, no otro que los problemas presupuestales y el agotamiento de trámites puramente administrativos que no podían oponerse a otros valores de mayor jerarquía cuando el bien jurídico supremo estaba de por medio.

En ese orden de ideas, concedió el amparo deprecado y ordenó al Seguro que en el plazo de los cinco (5) días siguientes a la notificación del fallo adoptara las medidas correspondientes para que se le realizara al señor POZOS RODRÍGUEZ el cateterismo ordenado por el médico tratante y brindar la atención médica que prescribiera el médico tratante, evento este último para el cual dispuso que no debería superarse el término de diez (10) días siguientes al plazo inicial.

De contera, instó al Presidente del Seguro Social en Bogotá, para que atendiera los requerimientos que haga la Seccional en lo que tenga que ver con la consecución del presupuesto para el cabal cumplimiento de lo dispuesto en el fallo.

4.- IMPUGNACIÓN

El señor Gerente del Instituto de los Seguros Sociales Seccional Risaralda impugnó la decisión para solicitar ampliación de los términos porque en el plazo señalado no era posible cumplir en vista de estarse tramitando por el nivel central de la entidad el traslado de la partida presupuestal con miras a adicionar el contrato existente o celebrar uno nuevo. Advirtió que la fecha del procedimiento ordenado, sería determinada por el prestador una vez legalizado y perfeccionado el respectivo contrato.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada por el señor Gerente Seccional del Instituto de los Seguros Sociales contra el fallo proferido por el Juez Sexto Penal del Circuito de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

En lo que es materia de impugnación, concuerda por completo la Sala con el criterio del conociente al fijar el término originalmente estipulado. Dentro del giro normal de las funciones de la E. P. S. del Seguro Social está lo relacionado con la práctica de los medios de diagnóstico que sus usuarios requieren, lo que además, debe realizarse dentro de los términos que indique el profesional médico respectivo.

Es evidente que los problemas de salud que presenta el señor POZOS RODRÍGUEZ son graves, como que involucran su sistema cardiovascular, razón por cual fue atendido de urgencias y en la unidad de cuidados intensivos de la entidad accionada. No resulta desde ningún punto de vista, viable, que la práctica del medio de diagnóstico que le fuera ordenado sea dilatada con fundamento en problemas presupuestales o de contratación, cuando lo que está en juego es la vida de un ser humano.

La atención que se precisa, no es nueva, ni extraordinaria, está dentro del giro normal de las funciones que le corresponde como Empresa Prestadora de Servicios, adoptar al Seguro Social, entidad a quien se le ha confiado por el Estado la atención en salud de sus afiliados. Por ello, no se comprende ni aparece lógico que se presenten soluciones de continuidad en el servicio que constituye precisamente su razón de ser.

Por tanto, se confirmará la decisión en ese sentido tomada por el juez de primer grado, no sin antes advertir que bajo ninguna circunstancia puede aducir el Seguro Social que de todas maneras la concesión del turno para la práctica del cateterismo ordenado radica en cabeza del prestador externo con quien se celebre el respectivo contrato. La obligación que la E. P. S. Estatal tiene con sus afiliados y en particular con el señor POZO RODRÍGUEZ no puede ser trasladada a otra institución y por ende, es responsabilidad exclusiva de las directivas de ese instituto que el fallo se cumpla a cabalidad en la forma en que fue ordenado. Se dispondrá además, que por parte del señor Juez del conocimiento se ejerza especial vigilancia para verificar que en efecto, el paciente reciba la atención ordenada. 

6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo proferido por el señor Juez Único Penal del Circuito Especializado de Pereira.

SEGUNDO: Disponer que el señor Juez de primer grado, ejerza especial vigilancia sobre el cumplimiento del fallo en los términos en que se concedieron.

TERCERO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
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